
 

 
 

INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 64 DE LA LEY GENERAL DE VÍCTIMAS, SUSCRITA 

POR LA DIPUTADA MARÍA LUCERO SALDAÑA PÉREZ E INTEGRANTES DEL GRUPO 

PARLAMENTARIO DEL PRI 

María Lucero Saldaña Pérez, integrante del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional en la 

LXIV Legislatura del Congreso de la Unión, con fundamento en lo dispuesto en los artículos 71, fracción, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 6, numeral 1, fracción I, 77, 78 y demás relativos del 

Reglamento de la Cámara de Diputados, somete a consideración de esta soberanía la siguiente iniciativa con 

proyecto de decreto, por el que se reforma el artículo 64 de la Ley General de Víctimas, en materia de 

reparación del daño: 

Exposición de Motivos 

De acuerdo con la Declaración sobre los principios fundamentales de justicia para las víctimas del delito y del 

abuso del poder, que el 29 de noviembre de 1985, proclamó la ONU, víctimas son las 

personas que, individual o colectivamente, hayan sufrido daños, inclusive lesiones físicas o mentales, 

sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo sustancial de los derechos fundamentales, como 

consecuencia de acciones u omisiones que violen la legislación penal vigente en los estados miembros, incluida 

la que proscribe el abuso de poder... 

Los derechos de las víctimas se encuentran consagrados en nuestra Constitución, en el artículo 20, inciso c), el 

cual enuncia: 

I. Recibir asesoría jurídica; ser informado de los derechos que en su favor establece la Constitución y, cuando 

lo solicite, ser informado del desarrollo del procedimiento penal; 

II. Coadyuvar con el Ministerio Público; a que se le reciban todos los datos o elementos de prueba con los 

que cuente, tanto en la investigación como en el proceso, a que se desahoguen las diligencias 

correspondientes, y a intervenir en el juicio e interponer los recursos en los términos que prevea la ley. 

Cuando el Ministerio Público considere que no es necesario el desahogo de la diligencia, deberá fundar y 

motivar su negativa; 

III. Recibir, desde la comisión del delito, atención médica y psicológica de urgencia; 

IV. Que se le repare el daño. En los casos en que sea procedente, el Ministerio Público estará obligado a 

solicitar la reparación del daño, sin menoscabo de que la víctima u ofendido lo pueda solicitar 

directamente, y el juzgador no podrá absolver al sentenciado de dicha reparación si ha emitido una 

sentencia condenatoria. 

La ley fijará procedimientos ágiles para ejecutar las sentencias en materia de reparación del daño; 

V. Al resguardo de su identidad y otros datos personales en los siguientes casos: cuando sean menores de 

edad; cuando se trate de delitos de violación, trata de personas, secuestro o delincuencia organizada; y cuando 

a juicio del juzgador sea necesario para su protección, salvaguardando en todo caso los derechos de la 

defensa. 



 

 
 

El Ministerio Público deberá garantizar la protección de víctimas, ofendidos, testigos y en general todos los 

sujetos que intervengan en el proceso. Los jueces deberán vigilar el buen cumplimiento de esta obligación; 

VI. Solicitar las medidas cautelares y providencias necesarias para la protección y restitución de sus 

derechos; y 

VII. Impugnar ante autoridad judicial las omisiones del Ministerio Público en la investigación de los delitos, 

así como las resoluciones de reserva, no ejercicio, desistimiento de la acción penal o suspensión del 

procedimiento cuando no esté satisfecha la reparación del daño (subrayado propio). 

Por su importancia, me centraré en el derecho relativo a la reparación del daño. Así, en cuanto a la fracción IV 

del inciso C), del artículo constitucional referido, Eduardo Andrade Sánchez comenta que la reparación del 

daño debe garantizarse desde el inicio del proceso, como ya lo vimos, a fijar la caución, si el inculpado tiene 

derecho a ella. En aplicación de este derecho. Las leyes pueden prever mecanismos de aseguramiento de bienes 

desde la fase de averiguación previa. 

Igualmente es importante que la ley evite la práctica de absolver la reparación del daño. Supuestamente por falta 

de elementos para determinarla. Muchas ocasiones, los jueces, si no tienen en autos los comprobantes de los 

gastos funerarios o médicos, dejan de obligar al responsable de que cubra tales erogaciones, cuando es evidente 

que tales gastos se efectuaron, aunque el ofendido no haya entregado documentos que lo comprueben. Debería 

ser práctica general, en aplicación de este derecho de la víctima, que el juzgador no pueda absolver de la 

reparación del daño cuando haya impuesto una sentencia condenatoria y, para calcular el monto, al igual que lo 

tiene cuando fija la caución, puede recurrir a juicios propios, pruebas periciales, a cálculos comparativos o a 

cualquier otro medio, debidamente explicado, que le permita valorar el daño y fijar el monto y forma de su 

reparación. Del mismo modo deben preverse los casos en que, por ejemplo, la atención médica es otorgada por 

instituciones de beneficencia que no cobran y que obviamente no dan facturas; sin embargo, realizan 

erogaciones que deben ser a cargo del delincuente cuando se prueba su culpabilidad, De ahí que es necesario 

prever no sólo, como ya existe ahora, la posibilidad de que el daño sea reparado por un tercero, sino que la 

reparación se haga en favor de terceros, que aplicaron recursos para atender a la víctima, los cuales deben ser 

resarcidos por quien cometió el ilícito... 

Por otro lado, el Código Nacional de Procedimientos Penales, al establecer los derechos de la víctima u 

ofendido en el artículo 109 incluye igualmente el derecho a la reparación del daño, consignando en sus 

fracciones XXIV y XXV: 

... XXIV. A que se le garantice la reparación del daño durante el procedimiento en cualquiera de las formas 

previstas en este código; 

XXV. A que se le repare el daño causado por la comisión del delito, pudiendo solicitarlo directamente al 

órgano jurisdiccional, sin perjuicio de que el Ministerio Público lo solicite... 

Guillermo Cabanelas indica en su Diccionario enciclopédico de derecho usual: 

Reparación del daño del delito: Obligación de los responsables de éste, aparte de cumplir la pena o medida de 

seguridad, consiste en resarcir a la víctima de la infracción del orden jurídico, o a los causahabientes de la 

misma, de todo quebranto de orden económico, lo cual entraña la responsabilidad civil (v.). Luego de la 

restitución (v.), en los casos en los que haya habido de substracción de cosas del patrimonio del perjudicado por 

el delito, esta responsabilidad comprende ‘la reparación del daño causado’; resarcimiento que se completa con 

la indemnización de perjuicios... 



 

 
 

El derecho de la víctima de delito o de violaciones de derechos humanos a obtener una reparación del daño 

integral, está reconocido a nivel internacional, así como en el marco jurídico nacional. 

A nivel internacional, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece en el artículo 63 el derecho 

a una indemnización que repare cualquier violación de los derechos humanos establecidos en la misma, de la 

siguiente manera: 

Artículo 63. 

1. Cuando decida que hubo violación de un derecho o libertad protegidos en esta Convención, la Corte 

dispondrá que se garantice al lesionado en el goce de su derecho o libertad conculcados. Dispondrá, 

asimismo, si ello fuera procedente, que se reparen las consecuencias de la medida o situación que ha 

configurado la vulneración de esos derechos y el pago de una justa indemnización a la parte 

lesionada... (subrayado propio) 

Con fundamento en lo anterior, la Corte Interamericana de Derechos Humanos entre 2009 y 2010, resolvió los 

casos González y otras (“Campo Algodonero”), Rosendo Radilla Pacheco, Inés Fernández Ortega y Valentina 

Rosendo Cantú; encontrando que el Estado mexicano era responsable por la violación de diversos derechos 

humanos de los agraviados, y lo condenó a la reparación del daño por medio del pago de indemnizaciones. 

De gran relevancia y como respuesta a la problemática apremiante en materia de víctimas que aqueja a nuestro 

país, el 9 de enero de 2013 se publicó en el Diario Oficial de la Federación la Ley General de Víctimas, que 

tiene por objeto primordial: Reconocer y garantizar los derechos de las víctimas del delito y de violaciones a 

derechos humanos, en especial el derecho a la asistencia, protección, atención, verdad, justicia, reparación 

integral, debida diligencia y todos los demás derechos consagrados en ella, en la Constitución, en los tratados 

Internacionales de derechos humanos de los que el Estado mexicano es parte y demás instrumentos de derechos 

humanos. 

En el artículo 1 reconoce el derecho a una reparación integral, consistente en 

... las medidas de restitución, rehabilitación, compensación, satisfacción y garantías de no repetición, en sus 

dimensiones individual, colectiva, material, moral y simbólica. Cada una de estas medidas será implementada 

a favor de la víctima teniendo en cuenta la gravedad y magnitud del hecho victimizante cometido o la 

gravedad y magnitud de la violación de sus derechos, así como las circunstancias y características del hecho 

victimizante... 

Fundamentado todo lo anterior, es claro que el derecho a obtener una reparación integral del daño, está 

ampliamente reconocido y protegido a nivel internacional como nacional. 

La presente iniciativa busca dar plena certidumbre a esa protección, estableciendo parámetros objetivos para la 

individualización de la indemnización en el caso de que se presente el denominado “daño moral”. 

Actualmente, si bien es cierto que está reconocido el derecho a la reparación del daño moral, también es cierto 

que la individualización del mismo derecho queda al total arbitrio y discrecionalidad del juzgador, provocando 

incertidumbre jurídica y, en algunos casos, revictimización de la persona que sufrió el delito o la violación de 

derechos humanos. 



 

 
 

La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación emitió una tesis aislada por la cual establecía que 

esa individualización no debe ser totalmente discrecional, sino que se deben observar determinados elementos 

objetivos para su imposición. A mayor referencia, se transcribe el criterio: 

Época: Décima.  

Registro: 2017115.  

Instancia: Segunda Sala.  

Tipo de tesis: Aislada.  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación.  

Publicación: Viernes 8 de junio de 2018, 10:14 horas.  

Materia: Administrativa.  

Tesis: 2a. LIX/2018 (10a.) 

Daño moral. Factores que deben observarse para su individualización. 

Si bien el precepto 64 de la Ley General de Víctimas no establece qué elementos deben considerarse para 

reparar las afectaciones por daño moral, lo cierto es que, atendiendo a la naturaleza de las lesiones 

inmateriales, así como al deber de que las compensaciones logren, en la medida de lo posible, la íntegra 

reparación de la víctima de delitos –cuando el responsable del hecho ilícito se haya sustraído de la justicia, 

haya muerto o desaparecido o se haga valer un criterio de oportunidad–, deben analizarse: (I) el tipo de 

derecho o interés lesionado; (II) la magnitud y gravedad del daño; (III) las afectaciones inmateriales o incluso 

patrimoniales que derivaron del hecho victimizante; (IV) el nivel económico de la víctima; (V) otros factores 

relevantes del caso –como lo es la pertenencia a algún grupo vulnerable–; y (VI) que el monto indemnizatorio 

respectivo debe resultar apropiado y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido, bajo criterios de 

razonabilidad. Los anteriores elementos resultan relevantes, pues a pesar de que no puede asignarse al daño 

inmaterial un equivalente monetario preciso –en tanto el sufrimiento, las aflicciones o la humillación, sólo 

pueden ser objeto de compensación–, ello no significa que la naturaleza y fines del daño moral permitan una 

cuantificación absolutamente libre, reservada al subjetivismo de la autoridad, ya que, como se ha razonado, 

esa determinación debe partir del examen de factores o elementos que permitan lograr una individualización 

proporcional y equitativa para cada caso 

Segunda Sala 

Amparo en revisión 1094/2017. Laura Cecilia Rojas Parra y otros. 7 de marzo de 2018. Unanimidad de 

cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek, José Fernando Franco González 

Salas y Eduardo Medina Mora I.; votó con reservas José Fernando Franco González Salas. Ausente: 

Margarita Beatriz Luna Ramos. Ponente: Alberto Pérez Dayán. Secretario: Isidro Emmanuel Muñoz 

Acevedo. 

Esta tesis se publicó el viernes 8 de junio de 2018, a las 10:14 horas, en el Semanario Judicial de la 

Federación... 

La Comisión Ejecutiva de Atención a Víctimas, a través de la Dirección General del Fondo de Ayuda, 

Asistencia y Reparación Integral, reporta en el documento “Situación Financiera del Fondo de Ayuda, 

Asistencia y Reparación Integral” 

(https://www.gob.mx/cms/uploads/attachment/file/319795/Situacio_n_Finan 

ciera_del_FAARI_al_31de_Marzo_de_2018_para_POT.pdf) que al 31 de marzo de 2018, el patrimonio del 

Fondo registra un saldo neto de mil 174.5 millones de pesos, teniendo un ingreso de 1,707 millones de pesos 

y Egresos por un monto de 533.0 millones de pesos. Entre los egresos registrados, los conceptos que 



 

 
 

constituyen el mayor monto erogado con los relativos a 1. Pago por compensaciones como parte de la 

reparación integral a víctimas directas e indirectas, por un monto de 360 millones de pesos en beneficio de 

706 víctimas; y 2. Pagos por concepto de Recursos de ayuda a víctimas directas e indirectas, por un monto de 

107 millones de pesos en beneficio de 2,170 víctimas. Estos últimos pagos incluyen: gastos funerarios, gastos 

médicos, peritajes, alojamiento, alimentación y traslados. 

La CEAV da cuenta en el mencionado documento que hasta el 31 de marzo de 2018 se han efectuado pagos 

superiores a 29 millones 636 mil pesos por concepto de Compensación por violación de derechos humanos 

relativo a daño moral de víctimas directas e indirectas, con cargo al Fondo de ayuda, asistencia y reparación 

integral. 

La presente iniciativa propone que para determinar el monto indemnizatorio relativo al daño moral, el juzgador 

deba observar los siguientes elementos: 

1. El tipo de derecho o de interés lesionado; 

2. La magnitud y gravedad del daño; 

3. Las afectaciones inmateriales o incluso patrimoniales que derivaron del hecho victimizante; 

4. El nivel económico de la víctima; y 

5. Cualquier otro factor relevante. 

Para reforzar lo fundado y motivado, se presenta el siguiente cuadro comparativo: 



 

 
 

  

Proyecto de decreto por el que se reforma el artículo 64 de la Ley General de Víctimas, en materia de 

reparación del daño 

Único. Se modifica el artículo 64 de la Ley General de Víctimas, para quedar como sigue: 



 

 
 

Artículo 64. La compensación se otorgará por todos los perjuicios, sufrimientos y pérdidas económicamente 

evaluables que sean consecuencia de la comisión de los delitos a los que se refiere el artículo 68 de este 

ordenamiento o de la violación de derechos humanos, incluyendo el error judicial, de conformidad con lo que 

establece esta ley y su reglamento. Estos perjuicios, sufrimientos y pérdidas incluirán, entre otros y como 

mínimo 

I. La reparación del daño sufrido en la integridad física de la víctima; 

II. La reparación del daño moral sufrido por la víctima o las personas con derecho a la reparación integral, 

entendiendo por éste, aquellos efectos nocivos de los hechos del caso que no tienen carácter económico o 

patrimonial y no pueden ser tasados en términos monetarios. El daño moral comprende tanto los sufrimientos 

y las aflicciones causados a las víctimas directas e indirectas, como el menoscabo de valores muy 

significativos para las personas y toda perturbación que no sea susceptible de medición pecuniaria. El monto 

indemnizatorio debe resultar apropiado y proporcional a la gravedad del hecho punible cometido, 

para su individualización, se observarán los siguientes elementos: 

a) El tipo de derecho o de interés lesionado; 

b) La magnitud y gravedad del daño; 

c) Las afectaciones inmateriales o incluso patrimoniales que derivaron del hecho victimizante; 

d) El nivel económico de la víctima; y 

f) Cualquier otro factor relevante. 

III. El resarcimiento de los perjuicios ocasionados o lucro cesante, incluyendo el pago de los salarios o 

percepciones correspondientes, cuando por lesiones se cause incapacidad para trabajar en oficio, arte o 

profesión; 

IV. La pérdida de oportunidades, en particular las de educación y prestaciones sociales; 

V. Los daños patrimoniales generados como consecuencia de delitos o violaciones de derechos humanos; 

VI. El pago de los gastos y costas judiciales del Asesor Jurídico cuando éste sea privado; 

VII. El pago de los tratamientos médicos o terapéuticos que, como consecuencia del delito o de la violación a 

los derechos humanos, sean necesarios para la recuperación de la salud psíquica y física de la víctima; y 

VIII. Los gastos comprobables de transporte, alojamiento, comunicación o alimentación que le ocasione 

trasladarse al lugar del juicio o para asistir a su tratamiento, si la víctima reside en municipio o delegación 

distintos al del enjuiciamiento o donde recibe la atención. 

Las normas reglamentarias aplicables establecerán el procedimiento y el monto de gasto comprobable mínimo 

que no deberá ser mayor al veinticinco por ciento del monto total. 

La compensación subsidiaria a las víctimas de los delitos señaladas en el artículo 68 de esta ley, consistirá en 

apoyo económico cuya cuantía tomará en cuenta la proporcionalidad del daño y los montos señalados en el 

artículo 67 de este ordenamiento. 



 

 
 

En los casos de la fracción VIII, cuando se hayan cubierto con los recursos de ayuda, no se tomarán en 

consideración para la determinación de la compensación. 

La comisión ejecutiva o las comisiones de víctimas, según corresponda, expedirán los lineamientos respectivos 

a efecto de que a la víctima no se le cause mayores cargas de comprobación. 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario Oficial de la 

Federación. 

Dado en el salón de sesiones de la Cámara de Diputados, a 4 de septiembre de 2018. 

Diputada María Lucero Saldaña Pérez (rúbrica) 

 


